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Exp. 797/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 797/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., dos de marzo del dos mil veintidós. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 797/2021/2, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el nueve de noviembre del dos mil veintidós, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por el acto que a continuación se precisa:
“El crédito fiscal determinado en el estado de cuenta folio ********** emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), con el que se pretende cobrar la cantidad de **********de la cual tuve conocimiento bajo protesta de decir verdad el día 03 de noviembre del año 2021.”

II.- Mediante proveído de once de noviembre del dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera.

En cuanto al plazo otorgado a la autoridad demandada en líneas que antecede; y toda vez que ya se encontraba vigente la notificación electrónica, se estableció que debía considerarse que, la notificación electrónica, que le realizara esta Segunda Sala Unitaria, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, en el entendido que dicha notificación se tendría por realizada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, además, acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020. 

Por tanto con fundamento en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo ambos ordenamientos para el Estado de San Luis Potosí, se apercibió a la autoridad demandada que si no contestaba la demanda dentro del plazo de diez días hábiles, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Por otra parte se concedió la medida cautelar solicitada a efecto de que la autoridad demandada no suspendiera ni restringiera el servicio de agua potable en el domicilio, ubicado en calle **********.

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, se requirió a la parte actora para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, para lo cual debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet ingresando a la liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, a efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico, debiendo informar del trámite realizado a esta Segunda Sala; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que serían de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente. 
III.- En proveído de fecha seis de diciembre del dos mil veintiuno, se dio cuenta con el oficio sin número y sus anexos, signado por el licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS) ingresado con el folio ********** en el buzón de promociones de término de este tribunal; mediante el cual, dio contestación a la demanda interpuesta en este juicio. 
Por tanto, se tuvo por contestada la demanda y por objetando las pruebas ofrecidas por la parte actora y que refiere en su oficio de cuenta; en este sentido, con una copia simple del oficio de contestación, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Por otra parte, para los efectos señalados en el artículo 22 del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, para el caso fortuito, fuerza mayor o falla técnica del Buzón Electrónico y por ello se ordenó que las notificaciones en este juicio se hagan de manera tradicional; se tuvo como domicilio de la autoridad demandada, el ubicado en la Planta Alta del inmueble denominado "**********", en calle de **********, de esta ciudad.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 

· Original del duplicado del estado de cuenta con número de folio **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, documental que consiste en el acto impugnado; 
· Copia fotostática simple de la credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electora;

· Constancia de notificación que contiene el proveído de fecha dieciséis de agosto de dos mil veintiuno, dictado dentro del diverso juicio de nulidad ********** del índice de este Tribunal;
· Presuncional legal y humana;
· Instrumental de actuaciones.

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada de su nombramiento de fecha diecinueve de octubre del dos mil veintiuno;
· Copia fotostática simple de la resolución administrativa de fecha treinta de noviembre de dos mil veintiuno, dictada en el diverso juicio del expediente  ********** del índice de este tribunal;

· Copia fotostática simple del acuerdo de fecha ocho de abril de dos mil veintiuno emitido en el diverso juicio de nulidad expediente ********** del índice de este Tribunal; 

· Presuncional legal y humana;

· Instru|mental de actuaciones.
Asimismo en cuanto a la prueba de inspección ocular, detallada en el punto 4 del capítulo de pruebas de su oficio de contestación de demanda; y que pide se lleve a cabo en el domicilio ubicado en calle **********, número de contrato **********, a realizarse en los extremos señalados por la demandada; con fundamento en el artículo 113 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí se ordenó dar vista a la parte actora, para que en el término de tres días, manifestara lo que a su derecho conviniera y en su caso propusiera la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos que serán materia de la inspección; además, se hizo la precisión que una vez que transcurriera el término otorgado a la autoridad demandada, se acordaría lo que en derecho procediera y en su oportunidad se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final, conforme lo previsto por el segundo párrafo del artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.- En auto de fecha treinta y uno de enero del presente año se le tuvo por precluido a la parte actora el derecho para manifestar lo que a sus intereses conviniera respecto a la prueba de inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada, para el caso de proponer la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos que serán materia de la inspección.

Asimismo con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo como prueba de la autoridad demandada, además de las admitidas en el proveído dictado el seis de diciembre del dos mil veintiuno, la prueba de inspección ocular señalada en el punto 4 del capítulo de pruebas de su escrito de contestación de demanda, la que se admitió para el efecto de que el funcionario de este Tribunal el día de la audiencia final, se constituyera en el domicilio ubicado en calle **********, con el fin de verificar los siguientes extremos.

a) Que el personal de este Tribunal determinará la existencia de medidor en el domicilio ubicado en la calle **********NUMERO DE CONTRATO **********.

b) Para el caso que sea afirmativa su respuesta, esta H. Autoridad determinará si el medidor se encuentra a la vista, es decir en el exterior del inmueble ubicado en el domicilio calle ********** CAPITAL NUMERO DE CONTRATO **********.

c) Que verifique si el domicilio calle ********** NUMERO DE CONTRATO **********, cuenta con servicio de agua potable en el interior del mismo, hecho que se puede apreciar a simple vista, dado a que con abrir alguna de las llaves del interior del domicilio se puede OBSERVAR si cuenta con agua o no, siendo que es lo único que debe determinar si cuenta con agua o no, sin necesidad de perito alguno.”

Consecuentemente se dijo a las partes que en la fecha y hora fijada para la celebración de la audiencia final se llevaría a cabo el desahogo de la inspección ocular, citándoseles a fin de que estuvieran en aptitud de acudir para hacer las observaciones que consideraran pertinentes. 

Finalmente, se señalaron las trece horas del veintiuno de febrero del dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
V.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, Licenciado **********, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se llevó a cabo el desahogo de la Inspección Ocular en el domicilio del actor, que fue ofrecida por la parte actora, quedando agregada el acta correspondiente, a foja 106 de autos; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio la C. **********, a impugnar el consumo de agua potable, emitido por el Organismo denominada INTERAPAS, por la cantidad de ********** a través del estado de cuenta con número de folio **********, que además del periodo de facturación 08-09/2021, incluye 52 meses de adeudo; el cual se encuentra dirigido a nombre de la actora en el domicilio ubicado en **********visible a foja 17 de autos; por lo que la accionante tiene interés legítimo para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad.
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico de dicho Organismo, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor, el cual obra agregado a fojas 37 de autos.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el estado de cuenta con número de folio **********, del Contrato **********, con vencimiento al 14 de noviembre del 2021, por la cantidad total de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, cuyo documento fue aportado por la demandante.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor se advierte que la autoridad demandada hace valer como causal de improcedencia la previstas en el artículo 228, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refieren a actos que hayan sido materia de otro Juicio Contencioso Administrativo; alegando al respecto que en contra del recibo de cobro y/o estado de cuenta con número de folio **********, se promovieron diversos juicios de nulidad bajo los expedientes número ********** y **********, tratándose de los mismos bimestres, a excepción de los últimos once.
Al respecto debe decirse que resulta infundada la causa de improcedencia que hace valer la autoridad demandada por las siguientes razones:
A efecto de mejor proveer, al momento del dictado de ésta sentencia se tienen a la vista los expedientes de Juicio Contencioso Administrativo ********** del índice de este Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sin que sea necesario que dichos expedientes hayan sido ofrecidos y admitidos como prueba, puesto que se trata de un hecho notorio para las Partes y para la Sala todo lo actuado en dichos expediente, al tratarse de un juicio en que intervinieron las mismas Partes, y que resolvió este Tribunal de lo Contencioso Administrativo; sin omitir que la Actora formula sus argumentaciones con base a lo actuado en dicho expediente **********.

El criterio de la sala es concurrente con las Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LOS MINISTROS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDEN INVOCAR COMO HECHOS NOTORIOS LOS EXPEDIENTES Y LAS EJECUTORIAS DICTADAS POR ELLOS EN EL TRIBUNAL EN PLENO EN ESE PROCEDIMIENTO.- Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, según su artículo 1o., resulta válida la invocación por el tribunal de hechos notorios, aun cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. En ese sentido, es indudable que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su calidad de integrantes del Tribunal en Pleno, al resolver las acciones de inconstitucionalidad que les han sido planteadas pueden válidamente invocar oficiosamente, como hechos notorios, los expedientes y las ejecutorias dictadas en aquéllas, como medios de prueba aptos para fundar una sentencia, sin que sea necesaria la certificación de sus datos o el anexo de tales elementos al expediente, bastando con tenerlos a la vista, pues se trata de una facultad emanada de la ley que puede ejercerse para resolver la contienda judicial.- Pleno.”

“HECHO NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS DEBAN CERTIFICARSE.- Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, los órganos jurisdiccionales pueden invocar hechos notorios aun cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. Así, los titulares de los órganos jurisdiccionales pueden válidamente invocar como hechos notorios las resoluciones que hayan emitido, sin que resulte necesaria la certificación de las mismas, pues basta con que al momento de dictar la determinación correspondiente la tengan a la vista.-  Contradicción de tesis 4/2007.- Pleno.”

Del análisis a las constancias que integran el expediente **********, se obtiene que mediante sentencia definitiva de fecha treinta de noviembre del dos mil veinte, se decretó el sobreseimiento del acto combatido, consistente en el recibo o estado de cuenta con número de folio **********, por la cantidad de **********, vinculado con 32 meses de adeudo, lo que implica que la juzgadora no entro al análisis del fondo del asunto; por tanto, no se actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la autoridad demandada.

Por otra parte, del análisis del diverso expediente **********, del Juicio Contencioso Administrativo, se obtiene que mediante sentencia definitiva de fecha once de octubre del dos mil diecinueve, se decretó la ilegalidad e invalidez del acto combatido, consistente en el recibo folio **********, de fecha de facturación 04-05/2019, por la cantidad de **********, vinculada con 26 meses de adeudo, para el efecto de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS expidiera un nuevo recibo, oficio o documento en el cual realizara los ajustes correspondientes al cobro real y justo a pagar por consumo de agua potable, conforme al tipo de servicio y tipo de cobro; debiendo fundar y motivar de manera suficiente todos y cada uno de los conceptos contenidos en el recibo, oficio o documento respectivo; concretamente, que en forma particular y/o individual fundara y motivara de manera suficiente los conceptos contenidos en el estado de cuenta de fecha de facturación 04-05/2019, relativos a: Cargo por Redondeo; Agua Potable; Drenaje; Tratamiento; Crédito por Redondeo e IVA; “absteniéndose de incluir lo relativo al ADEUDO ANTERIOR”
Aunado a lo anterior de las constancias de autos destaca que en auto de abril del dos mil veintiuno se tuvo a la autoridad demandada por informando el cumplimiento a la resolución dictada en el citado juicio, en el sentido de que recibiera a la actora el pago correspondiente al bimestre 04-0572019, esto es, abril y mayo de 2019,  la hoy actora “absteniéndose de incluir lo relativo al ADEUDO ANTERIOR”, y exhibiendo al efecto el memorándum **********; se ordenó dar vista a la accionante con el mismo, para que manifestara lo que a sus intereses conviniera, con el apercibimiento de que, en caso de no realizar manifestación alguna sobre el particular, se resolverá de oficio si la sentencia se encuentra o no cumplida con base en las constancias que obrantes en el expediente y desahogado que fue dicho punto, mediante auto de fecha dieciséis de agosto del dos mil veintiuno, se tuvo a la demandada por cumpliendo la sentencia dado que canceló cobro denominado adeudo anterior, exponiendo que el monto a pagar era de ********** conforme a los lineamientos de la sentencia definitiva.

Sin embargo no obstante que ya dijo en el juicio de nulidad número **********que la autoridad se abstenga de hacer el cobro de adeudo anterior; en el caso que nos ocupa se advierte que en el recibo de cobro ahora impugnado el Organismo demandado hace un nuevo cobro global que incluye lo que fue materia de pronunciamiento del citado juicio, como lo que corresponde al periodo de tiempo posterior al señalado en el acto que fue materia del aludido juicio ********** 
Por tanto, no se actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la autoridad demandada.
En ese sentido de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 04 a la 14 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero  y cuarto de la presente resolución el acto impugnado lo es el cobro que se pretende mediante el estado de cuenta con número de folio **********, del Contrato **********, con vencimiento al 14 de noviembre de 2021, por la cantidad total de **********.

Ahora bien previo al estudio de los conceptos de impugnación vertidos en la demanda, es necesario señalar que el aquí actor, indica como antecedentes de su demanda lo siguiente.

1.- Que en los autos del juicio de nulidad tramitado ante este mismo tribunal, bajo el expediente número **********, se dictó sentencia definitiva en la que se determinó por parte de la Sala Unitaria que conoció del asunto que se determinara el pago que se debía hacer respecto del recibo de cobro materia del juicio, prescindiendo de efectuar el cobro por concepto de adeudo anterior.

2.- Que en el recibo de cobro con número de folio **********, además de los conceptos de pago de agua potable, drenaje, tratamiento, IVA y demás conceptos por redondeo; SE INCLUYE NUEVAMENTE el concept de “adeudo anterior” por la cantidad de ********** 
Precisado lo anterior nos remitimos al Primero y único concepto de impugnación que la parte actora vierte en su escrito de demanda, en donde el mismo substancialmente aduce que el acto impugnado contraviene los artículos 14 y 16 Constitucionales, dado que la emisora no funda ni motiva el acto, pues en primer lugar pretende el cobro por concepto de adeudo anterior, agua potable, drenaje, tratamiento e impuesto al valor agregado que no ha causado y  sin tener sustento legal alguno; en segundo lugar, el recibo de cobro ahora impugnado no contiene los elementos de motivación y fundamentación relativa al cobro de los diversos conceptos que señala, y a que no señala cual es la tasa aplicable, los elementos, parámetros y procedimientos que se deben tomar en cuenta; en tercer lugar señala que en el recibo impugnado se mencionan diversos datos como numero de medidor, tipo de cobro, grupo, y diversos conceptos de cobro, entre los cuales aparece el de adeudo anterior, sin establecer de donde provienen las cantidades que señala, situación que contraviene las disposiciones de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y del Código Fiscal  de la misma entidad federativa; que además entre los conceptos de cobro señala el de adeudo anterior sin substanciar el procedimiento previsto en la citada Ley de Aguas, además de que no señala las razones, motivos y cálculos, tarifas aplicables, operaciones aritméticas, cantidades dejadas de pagar, periodos y consumos registrados a partir de las lecturas, así como su consecuente notificación en términos del artículo 179 de la Ley de Aguas para el Estado. 
Como se adelantó esta juzgadora estima fundado el concepto de impugnación que se analiza atendiendo a lo siguiente.

Para acreditar la existencia del acto impugnado la parte actora exhibió el estado de cuenta con número de folio **********, por la cantidad **********, que además del periodo de facturación 08-09/2021, incluye 52 meses de adeudo; el cual se encuentra dirigido al domicilio ubicado en ********** emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, que constituye el acto impugnado obra agregado a foja 17 de autos, el cual se digitaliza enseguida a fin de enterarse del contenido íntegro del mismo.

Por su parte, la autoridad demanda al producir su contestación, sostiene la legalidad del cobro citando los fundamentos legales que le otorgan competencia para prestar el servicio de agua potable, drenaje y tratamiento de aguas, así como aquellos que lo facultan para cobrar dichos servicios y la forma en que se determina una cantidad a pagar por los diversos conceptos que integran el servicio de agua; conforme a lo dispuesto en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Ley de Cuotas y Tarifas; resaltando para este caso particular que el cobro contenido en el estado de cuenta que se controvierte se considera para su cobro el de CUOTA FIJA, ello con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí. 

En esa tesitura, a juicio de la suscrita Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria, los argumentos que hace valer la parte actora en el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, resultan sustancialmente fundados, y por lo tanto suficientes para declarar la nulidad de los actos impugnados; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.

Primeramente es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de autoridad que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, por lo que en ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos; resaltando que tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 
En ese contexto, el recibo de pago que expida el Organismo Operador, a los usuarios del servicio, previa suscripción del contrato respectivo en los términos de lo establecido en el artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, es para efectos de determinar el monto de la contraprestación por los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento; el cual deberá de contar con aquellos datos indispensables que permitan identificar con claridad y precisión los conceptos a pagar vinculados al servicio prestado; de tal manera que las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión, con el objeto de que el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 
Ahora bien, en el caso se tiene que para acreditar la existencia del acto impugnado, el actor exhibió el original del estado de cuenta y/o recibo de pago con número de folio **********, del Contrato **********, con vencimiento al 14 de noviembre de 2021, por la cantidad total de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, el cual se localiza a foja 17, del expediente en que se actúa, el que se digitaliza a continuación.

(Imagen digitalizada)
Dicha documental merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado, de cuyo contenido se desprende lo siguiente: 

a) Se encuentra dirigido a nombre de **********, respecto del inmueble ubicado en la Calle **********, con número de contrato **********”, tipo de servicio “domestico”, tipo de cobro “cuota fija”, grupo “**********”, con giro “interés medio”;

b) f) Señala como periodo de facturación “agosto - septiembre del 2021” y como fecha límite de pago “antes del 14 de noviembre del 2021;

c) Como conceptos de cobro establece los consistentes en cargo por redondeo ********** agua potable **********, drenaje **********, tratamiento $68.88, crédito por redondeo -$0.67, IVA ********** adeudo anterior por la cantidad de ********** vinculado con 52 meses de adeudo que corresponden al periodo que comprende del mes de febrero del año 2017 al mes de julio del año 2021, e importe total a pagar **********;

De lo anterior se advierte que la autoridad demandada, en el acto reclamado, por una parte hace constar el cobro correspondiente al periodo de facturación “agosto - septiembre del 2021” señalando diversos conceptos como cargo por redondeo **********, agua potable **********, drenaje ********** tratamiento **********, crédito por redondeo ********** IVA **********; pero por otro lado, también señala: adeudo anterior por la cantidad de ********** vinculado con 52 meses de adeudo que corresponden al periodo que comprende del mes de febrero del año 2017 al mes de julio del año 2021.

En esa tesitura se tiene que en primer lugar el punto a dilucidar es el concerniente a resolver si la determinación tomada por parte de la autoridad demandada en relación al cobro por concepto adeudo anterior por la cantidad de ********** fue o no ajustada a derecho; y en ese sentido se advierte que la parte actora, en los antecedentes de la demanda aduce que en el expediente número **********, del índice de este Tribunal se dictó sentencia definitiva que se encuentra relacionada con el presente asunto, en la que se resolvió que el Organismo demandado determinara el pago que se debía hacer respecto del recibo de cobro que fue materia del juicio, prescindiendo de efectuar el cobro por concepto de adeudo anterior, y al efecto ofreció como prueba documental, la cedula de notificación del proveído de fecha dieciséis de agosto del dos mil veintiuno, en el que se declara cumplida la citada resolución; por lo que en ese sentido, se estima oportuno precisar cuáles son los alcances de la nulidad decretada en dicha sentencia.
En ese contexto, a efecto de mejor proveer, al momento del dictado de ésta sentencia se tiene a la vista el expediente del Juicio Contencioso Administrativo número **********del índice de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, sin que sea necesario que dicho expediente haya sido ofrecido y admitido como prueba, puesto que se trata de un hecho notorio para las partes y para la Sala todo lo actuado en dicho expediente, al tratarse de un juicio en que intervinieron las mismas partes, y que resolvió este Tribunal; sin omitir que la parte actora formula sus argumentaciones con base a lo actuado en dicho expediente. Lo anterior tomando como sustento el criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito aplicable por analogía con el tema tratado que enseguida se transcribe.
“Registro digital: 2009054, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Materias(s): Común, Tesis: I.10o.C.2 K (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 18, Mayo de 2015, Tomo III, página 2187, Tipo: Aislada

HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LAS RESOLUCIONES DE LOS ÓRGANOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE SE REGISTRAN EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE).

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 74/2006, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, junio de 2006, página 963, de rubro: "HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO.", sostuvo que conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, un hecho notorio en su aspecto jurídico, se conceptúa como cualquier acontecimiento de dominio público que es conocido por todos o por casi todos las miembros de un círculo social en el momento en que se pronuncie la decisión judicial, el cual no genera duda ni discusión y, por tanto, la ley exime de su prueba. Por otra parte, con la finalidad de estar a la vanguardia en el crecimiento tecnológico, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de Judicatura Federal, emitieron el Acuerdo General Conjunto 1/2014, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta de septiembre de dos mil catorce, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 10, Tomo III, septiembre de 2014, página 2769, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico, y el acceso a éste, así como las notificaciones por vía electrónica, mediante el uso de la firel, a través del sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación, con el objeto de generar una infraestructura suficiente para salvaguardar el derecho fundamental de una administración de justicia pronta, expedita, completa e imparcial, por lo que se implementaron las bases para el uso eficiente de las tecnologías de la información disponibles, con miras a generar en los juicios de amparo certeza a las partes de los mecanismos, mediante los cuales se integra y accede a un expediente electrónico; lo anterior, en congruencia con el contenido de los diversos Acuerdos Generales 29/2007 y 28/2001, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, publicados en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXVI, septiembre de 2007, página 2831 y XIII, mayo de 2001, página 1303, respectivamente, que determinan el uso obligatorio del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE). En ese sentido, se concluye que las resoluciones de los órganos del Consejo de la Judicatura Federal que se registran en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), en términos del precepto legal en cita, constituyen un hecho notorio para resolver los juicios de amparo, en tanto genera un conocimiento completo y veraz de la emisión y sentido en que se dictó un auto o una sentencia que, además, son susceptibles de invocarse para decidir en otro asunto lo que en derecho corresponda.

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO…”
[El resaltado en negrilla es propio]

Ahora bien, dentro de las constancias del citado expediente número **********del índice de este Tribunal, obra agregada a fojas 60 a la 63, la resolución definitiva dentro de la cual en su considerando Sexto se advierte que los alcances de la nulidad decretada fue en la parte que interesa la siguiente

“(……)
De igual forma, se advierte del texto del acto reclamado que por una parte se hacen constar varios datos de identificación como: número de medidor, tipo de cobro, grupo, y el cobro de diversos conceptos relativos a cargo por redondeo, agua potable, drenaje, tratamiento y total a pagar; pero por otro lado también contiene: adeudo anterior; lo cual, además de la carencia de una adecuada fundamentación y motivación que debe contener el acto impugnado desde el punto de vista material o de contenido y, no precisar la razón de orden lógico jurídico del cobro por el consumo de agua, drenaje y tratamiento sin establecer de forma clara y precisa de dónde proceden las cantidades que se contienen en el recibo impugnado; trae como consecuencia que se contravengan diversas disposiciones de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y del Código Fiscal de la propia entidad federativa, relativos al cobro y ejecución del concepto denominado adeudo anterior, que tiene un procedimiento especial para hacerlo efectivo, por lo que en el caso en estudio, no existe adecuación entre el pretendido cobro del adeudo anterior con los motivos invocados y las normas aplicables al acto de autoridad.

En efecto, para la determinación y cobro de un adeudo anterior por concepto de servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento considerado como exigible por el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, debe realizarse con estricto apego a lo establecido en los Artículos, 14 fracción XX, 92 fracción XI, 100 fracción VII y 179, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; que en su orden, y en lo conducente textualmente disponen:

(….)
Por lo tanto, resulta ilegal que dicho Organismo a través del estado de cuenta impugnado del período de fecha de facturación 04-05/2019, determine un adeudo anterior por la cantidad de ********** según se desprende de dicho documento; porque para cobrarlo debió substanciar los procedimientos relacionados con su determinación de adeudo –crédito fiscal- y su correspondiente notificación para su posterior cobro, en el que para efectos de la determinación del adeudo o crédito fiscal asiente de manera fundada y motivada entre otros datos lo relativo a su competencia y preceptos legales que sustenten su actuación; además de los relacionados con las razones, motivos, cálculos, tarifas aplicables, operaciones aritméticas, cantidades dejadas de pagar, periodos y consumos registrados a partir de las lecturas tomadas por personal autorizado con anterioridad que permitan configurar el correspondiente crédito fiscal, así como de su consecuente notificación, a efecto de que una vez transcurrido el plazo legal previsto en el artículo 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, sin que el usuario haya cubierto o garantizado dicho crédito fiscal, esté en condiciones de exigir su pago mediante el procedimiento administrativo de ejecución previsto en los numerales transcritos.
Argumento que se robustece si adicionalmente se considera que la emisión de un estado de cuenta y/o recibo de pago como lo constituye el documento en estudio, es únicamente para efectos de determinar el monto de la contraprestación por el servicio prestado en un periodo determinado, en este caso por un bimestre; sin incluirse lo relativo al adeudo anterior cuyo cobro como se dijo, debe realizarse a través del procedimiento administrativo de ejecución, tal y como fue señalado en el párrafo anterior, razón por la cual resulta ilegal el recibo de cobro impugnado.
 (…..)
Por lo que, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar la procedencia del cobro contenido en el recibo en estudio, en términos de los artículos 14 y 16 Constitucionales, así como incluir indebidamente el diverso concepto denominado adeudo anterior, que se ejercita en contra del hoy actor por los conceptos reseñados, incumpliendo además con los elementos y requisitos para la exigencia del acto previstos en el artículo 46 fracciones IV y V del Código Fiscal del Estado, en relación con los numerales, 92 fracción XI, 164, 165, 166, 167, 168, 169, 170, 171, 174, 178 y 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y artículo 4° de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; habida cuenta que del recibo en cuestión se desprende que no obran en él las razones, motivos o circunstancias que llevaron a determinar el cobro de los conceptos de agua potable, drenaje y tratamiento, sobre lo cual no se especifica la tasa aplicable ni en qué proceso legal se autoriza el costo de los conceptos señalados en líneas que preceden, tampoco se indican los elementos, parámetros y procedimientos que deben tomarse en cuenta para imponerlos, omitiendo hacer referencia y establecer  cuál es el tipo de cobro que tiene la actora, y que deberá cobrarse de acuerdo a la zona económica que le corresponda; aunado a que el pretendido cobro del adeudo anterior no es procedente a través del recibo de cobro de la facturación relativa al período mencionado, sino a través del procedimiento administrativo de ejecución, según se advierte de las disposiciones legales aplicables que fueron citadas.

En esa tesitura, ante la indebida fundamentación y motivación del acto impugnado, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa concluye que el recibo folio **********, de fecha de facturación 04-05/2019, se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis potosí, lo que conlleva a determinar su nulidad parcial, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal; para el efecto de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS expida un nuevo recibo, oficio o documento en el cual realice los ajustes correspondientes al cobro real y justo a pagar por consumo de agua potable, conforme al tipo de servicio y tipo de cobro; debiendo fundar y motivar de manera suficiente todos y cada uno de los conceptos contenidos en el recibo, oficio o documento respectivo; concretamente, que en forma particular y/o individual funde y motive de manera suficiente los conceptos contenidos en el estado de cuenta folio (…), de fecha de facturación 04-05/2019, relativos a: Cargo por Redondeo; Agua Potable; Drenaje; Tratamiento; Crédito por Redondeo e IVA; absteniéndose de incluir lo relativo al ADEUDO ANTERIOR.

En esa virtud, es importante referirnos a los motivos y razones por las cuales opera la nulidad parcial del acto impugnado; al efecto, se debe establecer que el asunto que nos ocupa fundamentalmente deriva de la impugnación manifestada por la demandante en el sentido de que el acto administrativo recurrido se emitió sin sustento legal, ya que no fue debidamente fundado y motivado, bajo ese entendido se advierte que la impugnación obedece a un vicio o incumplimiento de requisitos formales que bien pueden corregirse sin que se afecten los intereses del particular; razón por la cual se decretó la nulidad parcial del acto impugnado para los efectos especificados en el párrafo que antecede, ello con fundamento en lo dispuesto en el arábigo 251 de la Ley de la materia. Además, en esa determinación se tomó en cuenta que en el acto impugnado aun cuando existe la cita de preceptos y ordenamientos legales con los que se pretende acreditar la legalidad del mismo, resulta insuficiente para que el Organismo demandado cumpla con su obligación de fundar y motivar el recibo de cobro de los conceptos referidos, pues en la emisión del mismo omitió establecer las causas particulares, razones inmediatas y circunstancias especiales para su legalidad y validez; caso en el cual como se dijo, la nulidad no puede considerarse como lisa y llana o total, sino nulidad para efectos o parcial por tratarse de la inadecuada fundamentación e insuficiente motivación de los requisitos que debió contener el recibo impugnado.

Asimismo dentro de las constancias del mismo expediente esta Sala Unitaria advierte los siguientes antecedentes:

a) El 19 de julio del 2019 la C.  **********, presento en la Oficialía de partes de este Tribunal escrito de demanda, señalando como autoridad demandada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) y como acto impugnado: “El crédito fiscal determinado en el estado de cuenta folio **********, dirigido a nombre de **********, respecto del inmueble ubicado en la calle del **********de San Luis Potosí, S.L.P., con número de contrato ********** tipo de servicio “domestico”, tipo de cobro “cuota fija”, grupo “**********”, con giro “interés medio”, del periodo de facturación abril – mayo del dos mil diecinueve, señalando diversos conceptos de cobro entre los cuales aparece el de adeudo anterior, por la cantidad de ********** vinculado con 26 meses de adeudo que comprenden de febrero de dos mil diecisiete a marzo del 2019, cuya imagen se digitaliza enseguida;
(Imagen digitalizada)
b) Por sentencia definitiva de fecha once de octubre de dos mil diecinueve, se declaró la ilegalidad e invalidez del acto impugnado - estado de cuenta folio ********** y se ordenó al Organismo demandado expidiera un nuevo recibo, o documento en el que realizara los ajustes correspondientes al cobro real y justo a pagar por consumo de agua potable, fundando y motivando todos y cada uno de los conceptos de cobro absteniéndose de incluir lo relativo al adeudo anterior;
c) En relación al cumplimiento dado a la citada sentencia definitiva por parte del (INTERAPAS), con fecha 05 de febrero de 2020, la parte actora presentó escrito de inconformidad, alegando defecto en el cumplimiento a dicha sentencia y repetición del acto impugnado, para lo cual exhibió el duplicado del recibo de cobro expedido por (INTERAPAS)  con número de folio **********, con fecha de expedición 04 de febrero del 2020, relativo al número de contrato **********en el que seguía apareciendo entre los conceptos de cobro el relativo a adeudo anterior, vinculado con 32 meses de adeudo, que abarcan del mes de febrero de 2017 al mes de septiembre de 2019, cuya imagen se digitaliza enseguida.
(Imagen digitalizada)
d) Mediante auto de doce de febrero del dos mil veinte, se requirió a la autoridad demandada para que aclarara o corrigiera el cobro que  se le estaba haciendo a la parte actora en congruencia con la sentencia definitiva materia del cumplimiento.
e) Mediante auto de doce de marzo del dos mil veinte, se tuvo a la autoridad demandada por informando el cumplimiento de la sentencia, para lo cual exhibió copia certificada del memorándum ********** y oficio **********,  dándose vista a la parte actora del cumplimiento dado al fallo dictado por este Tribunal.

f) En proveído de veintidós de julio del dos mil veinte se tuvo a la parte actora por desahogando la vista que se le dio respecto del cumplimiento dado por parte del INTERAPAS a la sentencia dictada por este Tribunal y por interponiendo recurso de queja en relación a dicho cumplimiento, bajo el argumento de que la demandada seguía considerando dentro de los conceptos de cobro el de adeudo anterior.
g) Mediante sentencia interlocutoria de fecha veintiocho de octubre del dos mil veinte se resolvió el recurso de queja interpuesto por la actora en la que se determinó que existía defecto en el cumplimiento dado por parte del organismo demandado a la sentencia definitiva que nos ocupa, debido a que fue omisa en ajustarse a los términos de la misma, en virtud de lo cual se dejó sin efecto el oficio  ********** y los estados de cuenta que contenían las tablas domesticas de fecha 04 de marzo y 17 de diciembre de 2019, ordenándose en consecuencia al INTERAPAS un nuevo oficio  o documento fundado y motivado con relación a los conceptos de cobro establecidos en el estado de cuenta **********, conforme a los lineamientos señalados en la sentencia definitiva ya mencionada.  

h) En proveído de veintiséis de enero del dos mil veintiuno se tuvo a la parte actora por inconformándose nuevamente con el cumplimiento dado por parte de la autoridad a la sentencia definitiva aludida, alegando al efecto que la demandada no establecía las bases para que la actora pudiera acudir a regularizar su adeudo a cualquiera de las cajas recaudadoras del INTERAPAS, en virtud de lo cual, se requirió al organismo demandado para que emitiera los oficios correspondientes a sus subalternos, para que recibieran el pago al actor.
i) En auto de ocho de abril del dos mil veintiuno se tuvo al INTERAPAS por informando del cumplimiento a la sentencia definitiva y por exhibiendo al efecto el memorándum ********** del cual se ordenó dar vista a la parte actora, quien no realizo manifestación alguna, en virtud de lo cual mediante proveído de dieciséis de agosto del dos mil veintiuno se procedió de oficio al análisis del cumplimiento de la sentencia, señalando que del examen delas documentales exhibidas por el Organismo demandado, se desprendía que la demandada cumplió con el efecto de la sentencia toda vez que canceló el cobro denominado “Adeudo anterior” exponiendo que el monto a pagar por la parte actora era de **********, por lo que en consecuencia se declaró cumplida la ejecutoria de nulidad de diecinueve de junio del dos mil diecinueve y se ordenó el archivo del expediente como asunto concluido.
En ese contexto, de las constancias del expediente de juicio de nulidad ********** se desprende que ya existía una decisión jurisdiccional en relación al punto relativo al cobro relativo al servicio de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento, bajo la modalidad de cuota fija, respecto del inmueble ubicado en la calle **********, S.L.P., con número de contrato **********, tipo de servicio “domestico; específicamente en lo que toca al concepto de “ADEUDO ANTERIOR” por la cantidad de ********** vinculado con 26 meses de adeudo que comprenden de febrero de dos mil diecisiete a marzo del dos mil diecinueve; de lo que se sigue que dicho punto ya fue materia de pronunciamiento en la sentencia en el sentido de que la demandada se abstuviera de cobrar el cobro relativo al concepto de adeudo anterior contenido en el acto que fue materia de la nulidad decretada en el expediente ya citado -**********-, así como cuanto al cumplimento de la sentencia que se dio por parte de la autoridad demandada en un juicio distinto, en cuyo pronunciamiento se precisó lo siguiente “que la demandada cumplió con el efecto de la sentencia toda vez que canceló el cobro denominado “Adeudo anterior” exponiendo que el monto a pagar por la parte actora era de **********, por lo que en consecuencia se declaró cumplida la ejecutoria de nulidad de diecinueve de junio del dos mil diecinueve y se ordenó el archivo del expediente como asunto concluido” , de tal manera que existe una declaración del Estado, a través de su órgano jurisdiccional, sin que pueda ser modificada  mediante otro juicio.

En ese orden de ideas, procede declarar, sin más, la nulidad de actos impugnados que derivan y son consecuencia de otros declarados nulos con fuerza de cosa juzgada en diverso juicio, en tanto que tal decisión jurisdiccional hace que devengan improcedentes, habida cuenta que aquellos actos que dieron origen a éstos, en definitiva, fueron declarados ilegales, pues no puede negarse la influencia que ejerce la cosa juzgada del juicio anterior, - ********** - sobre el presente juicio que ahora se resuelve, ya que lo resuelto en el fondo en la sentencia de once de octubre de dos mil diecinueve y en el cumplimiento de dicho fallo es jurídicamente aplicable al asunto que nos ocupa y es necesario tomarse en cuenta a fin de impedir que se dicten sentencias contradictorias, es decir, lo resuelto en dicho juicio de nulidad tiene una eficacia indirecta o refleja en este negocio, puesto que prevalece una interdependencia del acto que ahora se reclama y lo resuelto en el diverso juicio de nulidad - ********** -  y atendiendo a los principios constitucionales de seguridad y certeza jurídicas, es menester asumir dichos razonamientos, por ser indispensables para apoyar esta resolución. 
Para dar sustento a lo anterior, se cita la jurisprudencia 2a./J. 198/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Enero de 2011, Novena Época, página 661, que es del tenor siguiente:
COSA JUZGADA INDIRECTA O REFLEJA. SU EFICACIA DENTRO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La institución de la cosa juzgada debe entenderse como la inmutabilidad de lo resuelto en sentencias firmes, sin que pueda admitirse su modificación por circunstancias posteriores, pues en ella descansan los principios constitucionales de certeza y seguridad jurídica; sin embargo, existen circunstancias particulares en las cuales la eficacia de dicha institución no tiene un efecto directo respecto a un juicio posterior, al no actualizarse la identidad tripartita (partes, objeto y causa), sino una eficacia indirecta o refleja y, por tanto, el órgano jurisdiccional debe asumir los razonamientos medulares de la sentencia firme - cosa juzgada- por ser indispensables para apoyar el nuevo fallo en el fondo, sobre el o los elementos que estén estrechamente interrelacionados con lo sentenciado con anterioridad y evitar la emisión de sentencias contradictorias en perjuicio del gobernado. Ahora bien, si en términos del artículo 40, párrafo tercero, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, alguna de las partes hace valer como prueba superveniente dentro de un juicio contencioso administrativo instado contra actos tendentes a la ejecución de un diverso acto administrativo, la resolución firme recaída al proceso donde se impugnó este último y se declaró nulo, procede que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa aplique lo resuelto en el fondo de dicha ejecutoria, haga suyas las consideraciones que sustentan el fallo y declare la nulidad de los actos impugnados, a fin de eliminar la presunción de eficacia y validez que, en términos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y del Código Fiscal de la Federación posee todo acto administrativo desde que nace a la vida jurídica, evitando así la emisión de sentencias contradictorias.

Bajo esa tesitura, tratándose de la cosa juzgada refleja, no es indispensable la concurrencia de los requisitos necesarios para configurar la cosa juzgada, sino sólo se requiere que las partes del segundo proceso hayan quedado vinculadas con la sentencia ejecutoriada del primero; es decir que en ésta se haya tomado una decisión precisa, clara e indubitable, sobre algún hecho o una situación determinada, que constituya un elemento o presupuesto lógico, necesario para sustentar jurídicamente la decisión en el conflicto, de manera tal, que sólo en el caso de que se asumiera criterio distinto respecto a ese hecho o presupuesto lógico relevante, pudiera variar el sentido en que se decidió la contienda habida entre las partes; y, que en un segundo proceso que se encuentre en estrecha relación o sea interdependiente con el primero, se requiera nuevo pronunciamiento sobre aquel hecho o presupuesto lógico.

Con independencia de lo anterior la Sala no omite precisar que en relación al cobro del concepto de “adeudo anterior” la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, en sus Artículos 178 y 179; establece que los adeudos a cargo de los usuarios que se deriven del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales –adeudos- que una vez que hayan sido determinados por el organismo operador y no hubieran sido cubiertos o garantizados por el usuario dentro del plazo previsto en dichas disposiciones legales, contados a partir de su notificación, será exigible su pago mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución previsto en el Código Fiscal del Estado; preceptos normativos que textualmente señalan lo siguiente:

“ARTICULO 178. Los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales o, en su defecto, de la Comisión, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.

ARTICULO 179. Los prestadores de los servicios a excepción de los concesionarios, exigirán el pago de los créditos fiscales que determinen a cargo de los usuarios, que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado. 

Los prestadores de los servicios públicos a que se refiere el párrafo anterior, podrán autorizar el pago diferido o en parcialidades de los créditos fiscales a cargo de los usuarios, en los términos que al efecto establece el propio Código Fiscal del Estado, siempre y cuando el plazo no exceda de doce meses.
Por lo tanto resulta ilegal que la autoridad demandada, pretenda cobrar a través del estado de cuenta y/o recibo de pago con número de folio **********, 34 treinta y cuatro meses de adeudo respectivamente; sin haberse substanciado los procedimientos relacionados con su determinación de adeudo -crédito fiscal- y su correspondiente notificación, para su posterior cobro; en el qué y para efectos de la determinación del adeudo o crédito fiscal asiente de manera fundada y motivada; entre otros datos, además de su competencia y preceptos legales que sustenten su actuación, aquellos relacionados con las razones, motivos, cálculos, tarifas aplicables, operaciones aritméticas, cantidades dejadas de pagar; periodos y consumos registrados a partir de las lecturas tomadas por personal autorizado con anterioridad que permitan configurar el correspondiente crédito fiscal; además de su consecuente notificación; para que una vez transcurrido el plazo legal previsto en el artículo 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, sin que el usuario haya cubierto o garantizado dicho crédito fiscal, esté en condiciones de exigir su pago mediante el procedimiento administrativo de ejecución previsto en el artículo 89 del Código Fiscal del Estado.
Argumento anterior que se robustece si adicionalmente se considera, que la emisión del estado de cuenta y/o recibo de pago señalado como acto impugnado, es únicamente para efectos de determinar el monto de la contraprestación por el servicio prestado en un periodo determinado y no para cobrar adeudos anteriores que tenga registrado dicho organismo con los usuarios del servicio como se desprende de la cantidad total a pagar que aparecen en dichos documentos; tal y como lo prescribe el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, en el cual se establece textualmente lo siguiente:

"ARTICULO 183. Todo usuario está obligado al pago mensual de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley.

Los usuarios deben pagar el importe de la tarifa o cuota, dentro del plazo mensual que señala el recibo correspondiente."

En este sentido, y toda vez que por ministerio de ley, los adeudos a cargo de los usuarios por la prestación de los servicios públicos, tienen el carácter de créditos fiscales y para efectos de su cobro se debe estar a lo establecido en el Código Fiscal del Estado aplicando al momento de su exigibilidad el procedimiento administrativa de ejecución; esta sala Unitaria concluye que la expedición de un recibo de pago no debe contener entre sus conceptos de pago cantidades distintas a los servicios prestados; para cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación requerida como acto de autoridad.

Además de lo anterior, la Sala no es omisa en precisar que del  estado de cuenta y/o recibo de pago con número de folio **********, se advierte**********que los datos en que se apoya la autoridad demandada para motivar la determinación del monto de las contraprestación que en esta vía se controvierten tanto del concepto de adeudo anterior, como del periodo de facturación 08 -09/2021 (agosto–septiembre del 2021), en sí mismos no son suficientes para configurar la determinación de la contraprestación que se exige cubrir por los servicios prestados, al no estar vinculados ni asociados a tarifa o tasa alguna ni procedimiento de cálculo ni de aquellos otros datos indispensables y que se encuentran relacionados con la forma en que dicho Organismo determinó el consumo y monto total a pagar; es decir no señala las operaciones, cálculos y demás datos relacionados con la forma en que llevó a cabo la determinación de las cantidades correspondientes al servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, incluyendo periodos anteriores; tales como las cuotas y tarifas de vigencia anual, así mismo es omisa en precisar la zona en que se encuentra el domicilio de la parte actora, ello para poder tener certeza de cual tarifa es la que se le debe de aplicar.
Por lo que a manera de conclusión, se debe decir que el recibo de pago en esta vía impugnado, no reúne los requisitos suficientes que den certeza al gobernado para realizar el pago del mismo, por lo que con base en lo aquí expuesto se actualiza la causal de ilegalidad establecida en las fracciones II y IV del Artículo 250 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, al no encontrarse la suficiente motivación relacionada con las cantidades determinadas.

En tal virtud, esta Segunda Sala Unitaria, concluye con fundamento en el artículo 250 fracciones II, IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, decretar la ilegalidad del acto impugnado, consistente en el del estado de cuenta y/o recibo de pago con número de folio **********, del Contrato **********, con vencimiento al 14 de noviembre de 2021, por la cantidad total de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, cuya documental obra a fojas 17 de autos, ante su falta de fundamentación y motivación para negar lo peticionado por el actor, lo cual afecta las defensas del particular, siendo que es ilegal y deja en estado de indefensión e incertidumbre jurídica a la actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto debe contener, contraviniendo lo establecido en los artículos 14 y 16  de nuestra Carta Magna. 

Sirve de apoyo de lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248,  Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre  los  motivos  aducidos y las normas aplicables, es decir, que en  el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento  previene  que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
En base a lo anterior, y con fundamento en los artículos 249, 250 fracciones II, IV, 251, 252, 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto reclamado consistente en el recibo de cobro y/o estado de cuenta folio ********** con vencimiento al 14 de noviembre de 2021, por la cantidad total de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez y, por consecuencia, la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados anteriormente.

En esa tesitura, ante la ausencia de fundamentación y motivación del acto impugnado, esta Sala Unitaria concluye, que el estado de cuenta y/o recibo de pago con número de folio **********, se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250, fracción II y IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
; de ahí que con fundamento en el diverso 251, del propio ordenamiento legal, la suscrita Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria decreta su nulidad para el efecto de que la autoridad demandada, expida un nuevo acto en el que funde y motive su expedición a las luz de los razonamientos y consideraciones vertidas en la presente sentencia, absteniéndose de incluir como cantidades a pagar adeudo generados y sus accesorios correspondientes –como en el acto debatido ya declarado nulo lo fue el concepto denominado “ADEUDO ANTERIOR”-, pues este no pueden ser materia del recibo de pago debatido y de la resolución que se emita en cumplimiento de fallo. 

Con apoyo en lo aquí determinado, en la nueva resolución, acto y/o recibo de cobro y/o estado de cuenta  que la autoridad demandada emita en cumplimiento a esta sentencia, deberá considerar; también el escrito que presentó ese mismo Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, a través de su Apoderado General Francisco Manuel Alfonso Barajas Cervantes, ante este Tribunal, mediante el cual informo del cumplimiento dado a la sentencia definitiva dictada dentro del diverso juicio de nulidad número **********, así como el memorándum ********** que anexó a dicho escrito; documentos en los que el mismo organismo ordenó se efectuara a la hora actora el cobro correspondiente a la contraprestación por consumo de agua del bimestre abril-mayo del dos mil diecinueve, absteniéndose de incluir lo relativo  al adeudo anterior; ello en cumplimiento a la sentencia dictada en el diverso juicio de nulidad **********, en el que se le tuvo por cumplida la sentencia con dichos documentos mediante auto de dieciséis de agosto del dos mil veintiuno; y por tanto prescinda de realizar el cobro por concepto de “adeudo anterior”, toda vez que dicha cuestión ya fue actualizada y materia de pronunciamiento en cumplimiento al fallo de fecha once de octubre del dos mil diecinueve dentro del diverso juicio de nulidad **********, lo que implica la existencia de una decisión de la autoridad jurisdiccional correspondiente, es decir una declaración del Estado, a través de su órgano jurisdiccional, que dada su inmutabilidad, no puede ser modificada mediante otro juicio.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 249, 250 fracciones II y IV, 251 primer párrafo, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ y en consecuencia la NULIDAD del acto impugnado consistente en el recibo de cobro y/o estado de cuenta folio ********** con vencimiento al 14 de noviembre de 2021, por la cantidad total de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, de acuerdo a las razones y para los efectos vertidos en el considerando sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubricas.
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� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.
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� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:
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II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;
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